Radicación No.:   66001-31-05-001-2020-00245-01

Demandante: 
Carmen Cecilia Padilla Uribe

Demandado: 
EPS – SOS S.A.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

LABORAL INDIVIDUAL / CONTRATO DE TRABAJO / TERMINACIÓN UNILATERAL DEL CONTRATO / REQUISITOS
TERMINACIÓN UNILATERAL DEL CONTRATO DE TRABAJO – Restricciones.

La terminación unilateral de un contrato laboral con justa causa está regulada por el artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo, que impone dos tipos de restricciones a la parte que finaliza la relación laboral: una sustancial y otra procedimental. En cuanto al aspecto sustancial, dicho artículo enumera las razones válidas para dar por terminado el contrato. Para el empleador, se señalan 15 causales en el literal a), mientras que el trabajador cuenta con 8 causales en el literal b). Por otro lado, desde el punto de vista procedimental, el parágrafo del mismo artículo exige que, al momento de la terminación, la parte que pone fin al contrato debe informar a la otra el motivo que sustenta su decisión.
TERMINACIÓN UNILATERAL DEL CONTRATO DE TRABAJO – Requisitos. 

En torno a los requisitos de fondo y de forma del despido, ha indicado la Corte Suprema de Justicia, que además de motivarlo en causal reconocida por la ley, debe probarse su veracidad en el litigio, pues si no se acredita el justo motivo, será ilegal intrínsecamente la causa alegada; sin embargo, ha resaltado que no es necesario citar la norma en la que se subsumen los hechos que justifican la decisión (CSJ SL2857-2023).

Asimismo, la norma exige que el hecho que se invoque como motivo de terminación del contrato de trabajo debe ser presente y no pretérito respecto al conocimiento que de él tenga el patrono o el trabajador, según sea el caso, lo que se ha denominado como la inmediatez del despido, es decir, que debe mediar un tiempo prudente entre el hecho configurativo de la justa causa y la fecha del despido (CSJ SL18110-2016)

Adicionalmente, la Corte ha precisado que el despido con justa causa no constituye una sanción disciplinaria. En general, no requiere el agotamiento de un procedimiento disciplinario, salvo en casos específicos en los que el contrato, el reglamento interno o normas equivalentes establezcan este requisito. 

Sin embargo, en providencias posteriores, como la SL679-2021, la Corte introdujo un cambio jurisprudencial al enfatizar que, independientemente de la existencia de un procedimiento disciplinario interno, el empleador debe garantizar el derecho del trabajador a ser escuchado antes del despido, como expresión de su derecho de defensa.
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La Sala Primera de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, integrada por las Magistradas ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN, como Ponente, y OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA, y el Magistrado GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO, procede a proferir la siguiente sentencia escrita dentro del proceso ordinario laboral instaurado por CARMEN CECILIA PADILLA URIBE en contra de la ENTIDAD PROMOTORA DE SALUD SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD S.A. SOS.
PUNTO A TRATAR
Por esta providencia, la Sala resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el 21 de mayo de 2024 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira. Para ello se tiene en cuenta lo siguiente:
1. LA DEMANDA Y LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
La demandante solicita que se declare la existencia de un contrato de trabajo a término fijo de tres meses, celebrado el 18 de enero de 2013, prorrogado tres veces por el mismo periodo, y extendido anualmente hasta el 26 de septiembre de 2018.
Además, solicita que se declare la ineficacia del despido por incumplimiento de las formalidades exigidas en el proceso disciplinario adelantado en esa última fecha y que dio lugar a la terminación de su contrato de trabajo.
Con base en lo anterior, pide que se condene a la demandada al reajuste de los salarios, prestaciones sociales, aportes a la seguridad social, y el pago de la indemnización correspondiente por el déficit en el pago de las cesantías, desde el 18 de enero de 2013 hasta el 1 de agosto de 2016. También solicita el reintegro junto con los salarios, prestaciones sociales, vacaciones y aportes no percibidos, debidamente indexados, o, en su defecto, la indemnización por despido injusto. Lo que se demuestre bajo las facultades ultra y extra petita y las costas procesales en su favor. 
Para sustentar sus pretensiones, la demandante afirma que la sociedad la vinculó mediante un contrato fijo de tres meses para desempeñarse como médica laboral en la regional Eje Cafetero y el Norte del Valle, percibiendo un salario inicial de $1.648.071 por 100 horas mensuales de trabajo.
Expone que se encontraba bajo subordinación y que, para cumplir con las labores asignadas, debía trabajar más del tiempo pactado en su contrato (media jornada). De esta forma, cumplía con horarios de 8 horas diarias (jornada completa), al menos 6 días a la semana, e incluso laboraba los fines de semana de forma ocasional. 

Dice que, a partir de septiembre de 2016, se le comunicó que su jornada laboral sería a tiempo completo, de 8 horas diarias, lo que supuso un aumento de su salario a $5.096.000.
En este contexto, señala que entre el 18 de enero de 2013 y agosto de 2016, el empleador no le pagó adecuadamente sus derechos laborales, ya que durante toda la relación laboral trabajó 48 horas semanales.
Por otro lado, la demandante niega que la demandada le haya puesto en conocimiento el reglamento interno de trabajo, le haya proporcionado inducción o capacitación para el cargo, información sobre el uso de instrumentos tecnológicos o plataformas de información, el protocolo de atención a usuarios, los tiempos para la entrega de conceptos de rehabilitación y calificaciones de origen.
Asegura que la EPS que la contrató no tenía herramientas tecnológicas que digitalizaran las historias clínicas, incapacidades y demás documentos de los afiliados, lo que la obligaba a destinar de una a dos horas a cada paciente, dificultando el cumplimiento de las metas de la EPS SOS. 
Asimismo, menciona que los archivos físicos de la entidad se almacenaban en Pereira, y que los casos que gestionaba debían ser enviados a un Comité Técnico Laboral en Cali para su revisión, lo cual retrasaba los procesos de emisión de conceptos de rehabilitación y calificación de origen, entre otros.
Relata que el 25 de septiembre de 2018 fue citada en Cali, donde se le entregó un documento con la citación a una diligencia de descargos programada para el día siguiente, en la cual se le reprochaba el retraso en la emisión de 6 calificaciones de origen. Cuestiona que, durante la diligencia, no se le permitió aportar pruebas, no se le entregaron los elementos probatorios utilizados en los descargos, ni se le dio tiempo para reunirlos, dado que fue citada en Cali mientras los documentos de los pacientes estaban en Pereira. Además, no se le explicó el proceso disciplinario ni la falta que se le imputaba.
Por último, la demandante manifiesta que la diligencia se celebró en presencia de Jorge Irme Lozada Montenegro, Jazmín Campos Álvarez, Marcela Ramírez Ovalle y Arelis Arévalo Leal, representantes de la empresa empleadora, y que, al concluir la diligencia, se le notificó la decisión de dar por terminada la relación laboral, según consta en el oficio CD1-0602 del 26 de septiembre de 2018. También señala que no se le informó sobre su derecho a interponer recursos; no obstante, presentó un escrito el 9 de octubre de 2018 solicitando que se dejara sin efecto la terminación y se la reintegrara al cargo que venía desempeñando desde 2013. Sin embargo, mediante el oficio CD2-124894 del 26 de octubre de 2018, la EPS ratificó la decisión.

En respuesta a la demanda, la entidad promotora de salud demandada reconoció que la vinculación laboral inició con un contrato a término fijo de tres meses, el 18 de enero de 2013; sin embargo, señaló que, por acuerdo entre las partes, a partir del 10 de abril de 2013, el contrato fue modificado a duración indefinida. Aceptó el cargo y la carga horaria de medio tiempo hasta el 12 de septiembre de 2016, y que, a partir de esa fecha, el horario laboral aumentó a 240 horas mensuales. Finalmente, admitió haber citado a la demandante a la diligencia de descargos, y que la trabajadora fue despedida el 26 de septiembre de 2018. Negó los demás hechos expuestos en la demanda, se opuso a las pretensiones y, como excepciones de mérito, propuso las siguientes: “inexistencia de la obligación”, “pago total”, “cobro de lo no debido”, “genérica o innominada”. 
2. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

La sentencia de primera instancia declaró que entre la señora Carmen Cecilia Padilla Uribe, como trabajadora, y la Entidad Promotora de Salud Servicio Occidental de Salud S.A. S.O.S, como empleadora, existió un contrato de trabajo a término indefinido, desde el 18 de enero de 2013 hasta el 26 de septiembre de 2018. 
Asimismo, declaró probadas las excepciones de inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido propuestas por la demandada. 

En consecuencia, absolvió a la demandada de todas las pretensiones incoadas en su contra, e impuso el pago de las costas procesales a la demandante. 
Para fundamentar la decisión, la jueza señaló que en el proceso no se discutía la existencia del vínculo laboral, sino su modalidad. Argumentó que, el 18 de enero de 2013, la demandante se vinculó con un contrato a término fijo de tres meses; pero, por acuerdo entre las partes, plasmado en un "otro sí" del 10 de abril de 2013, el contrato se transformó en uno indefinido.
En cuanto a la terminación del contrato de trabajo, la jueza argumentó que estaba probado que, el 25 de septiembre de 2018, la demandante fue citada a una diligencia de descargos, que se llevó a cabo el 26 de septiembre de 2018, fecha en la que se puso fin a la relación laboral, con fundamento en la causal sexta del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo. En este sentido, hizo una reseña de los casos que la trabajadora tenía asignados y señaló que la demandante admitió, en la diligencia de descargos, que incurrió en la falta grave que se le señalaba, es decir, la falta de valoración de cuatro pacientes que debían ser calificados dentro del término legal para emitir el concepto de rehabilitación integral, lo que generó que la EPS tuviera que asumir el pago de incapacidades por no haber emitido y comunicado el concepto en término a la AFP. 
Agregó que, dentro de las funciones de la demandante se encontraba la emisión de los conceptos de rehabilitación en el tiempo establecido por la legislación colombiana, y que en el artículo 64 del reglamento interno de trabajo se calificó como falta grave, la violación grave por parte del trabajador de las obligaciones contractuales o reglamentarias. Con ello, la jueza citó la sentencia CSJ SL 2857 de 2023 y concluyó que no le correspondía al operador judicial calificar la gravedad de la conducta, ya que esta había sido calificada como grave por las partes.

Asimismo, indicó que el reglamento interno estipulaba que, para aplicar sanciones disciplinarias, debía seguirse el procedimiento disciplinario establecido en el artículo 115 del Código Sustantivo del Trabajo. No obstante, aclaró que la falta cometida por la demandante no era una sanción disciplinaria que requiriera la observancia de dicho procedimiento, ya que solo se estipulaban como sanciones la suspensión del contrato y el descuento de salario en caso de inasistencia, por lo que, en su caso, el empleador solo debía garantizar el derecho de ser oída, de conformidad con las sentencias SU-449 de 2020 y CSJ SL 2351 del mismo año.

Después de revisar las declaraciones recibidas en el proceso, la jueza concluyó que, contrario a lo señalado en el escrito inicial, la demandante disponía de los elementos y herramientas necesarias para desempeñar su trabajo y gestionar el agendamiento de pacientes. Además, que había asistido a capacitaciones y retroalimentaciones continúas proporcionadas por los directores del área de medicina laboral. Añadió que la empresa insistía constantemente en la importancia de emitir los conceptos de rehabilitación de manera oportuna, que las metas no se asignaban al 100%, y que la demandante recibió acompañamiento en el agendamiento de pacientes. Destacó que existía una política prioritaria de atención para los términos de incapacidad y conceptos de rehabilitación, para evitar pagos adicionales, y que el reglamento interno estaba disponible en toda la institución y se enviaba por correo electrónico.
Finalmente, la jueza expuso que, antes de citar a la demandante a la diligencia de descargos, el empleador le había informado sobre los problemas que se estaban presentando con los pacientes debido a la tardanza en la emisión de los conceptos, entre los cuales figuraban quejas ante la superintendencia, tutelas y el pago por la demora en la notificación del concepto a la AFP.

 Por último, negó los reajustes del período entre el 18 de enero de 2013 y el 1 de agosto de 2016, argumentando que, al analizar la agenda de los turnos de la demandante, sus horarios variaban entre las 9:00 y las 4:00 p.m., con citas de 10, 15, 20 o 30 minutos. Explicó que algunos días laboraba solo 3 horas, mientras que en otros trabajaba entre 4 y 7 horas, lo que evidenciaba que no cumplía con una jornada laboral constante. Al sumar el tiempo total trabajado, destacó que no se superaban las 100 horas mensuales pactadas para ese período.
3. RECURSO DE APELACIÓN


Inconforme con la decisión, la parte demandante interpuso recurso de apelación. 



Cuestionó que la sentencia no respetara los principios del debido proceso sancionatorio y disciplinario establecidos en el artículo 29 de la Constitución Política. Argumentó que, más allá de ser escuchada, la demandante tenía derecho a conocer las conductas disciplinarias que se le imputaban, a recibir las pruebas correspondientes, como el reporte de manejo inadecuado de caso por parte de la Dra. Carmen Cecilia Padilla, fechado el 14 de septiembre de 2018, para poder controvertirlas y aportar las pruebas que fundamentaran su defensa. Además, sostuvo que no se le informó sobre su derecho a recurrir la decisión tomada.


También argumentó que la operadora judicial tenía la facultad de evaluar la gravedad de la conducta que justificó el despido, para verificar si la terminación del contrato de trabajo había sido una medida proporcional. 



A su juicio, la decisión fue desmedida, por las siguientes razones: 1) las demoras en la emisión de los conceptos no le eran imputables, pues se debían a causas externas, como la falta de un procedimiento claro, la carencia de tecnología adecuada y la imposibilidad de acceder a las historias clínicas electrónicamente, lo que dificultaba la gestión de las incapacidades, 2) la demandante no tenía la responsabilidad de controlar los términos de emisión de los dictámenes, sino que su función se limitaba a emitir los conceptos. 


Con respecto al primer punto, enfatizó que la falta de tecnología implicaba una labor dispendiosa que la obligaba a viajar constantemente para atender pacientes en lugares distintos a Pereira, donde se almacenaban las historias clínicas, lo que extendía su jornada laboral hasta 8 horas diarias, de lunes a sábado.


En cuanto al segundo, la demandante puso en duda la fiabilidad del testimonio de Neicy Restrepo Hernández, jefa administrativa de gestión humana, pues consideró que evadió o desconoció cómo los médicos laborales prestaban sus servicios. Señaló que no era posible que ella desconociera la situación de mora atribuida a la demandante, porque dentro de las funciones de la testiga estaba la de recibir y comunicar las quejas al director nacional, de apellido Lozada, quien se encargaba de los términos de emisión de los dictámenes, por lo que estima que la labor de la demandante se circunscribía a la emisión del concepto de rehabilitación o el dictamen y no al seguimiento de términos, pues incluso la notificación era responsabilidad de los auxiliares.


Por otra parte, reprochó que los testigos del empleador indicaran que el reglamento interno se notificaba por correo electrónico, y que la jueza hubiera dado por acreditada esta notificación únicamente con ese medio probatorio. Consideró que, en lugar de aceptar la validez de los testimonios, la jueza debió haber utilizado sus facultades oficiosas para allegar el documento que confirmara la notificación del reglamento.


Finalmente, advirtió que el despido en cuestión desconocía el principio de inmediatez, pues en algunos casos los conceptos de rehabilitación ya se habían emitido antes de la fecha de la diligencia de descargos.
4. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN/CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO
Conforme se señala en la constancia de secretaría, las partes dejaron transcurrir en silencio el plazo otorgado para presentar alegatos de conclusión. Por su parte, el Ministerio Público no emitió concepto en el presente asunto. 

5. PROBLEMA JURÍDICO

Le corresponde a la Sala determinar si la empleadora desconoció alguna garantía legal o constitucional con la decisión de terminación unilateral del contrato de trabajo de la trabajadora demandante. Puntualmente si existía algún procedimiento de origen contractual, convencional, reglamentario o legal que se haya pasado por alto antes de la adopción del mentado desahucio. Para ello deberá precisarse si, en ausencia de un procedimiento reglado, existen garantías mínimas que deban ser observadas por el empleador en estos casos. 
Resuelto lo anterior, se establecerá si el operador judicial puede y debe apreciar la gravedad de la conducta en la que se funda el despido para valorar la justeza de este. 

En este orden, se analizará si el contrato finalizó sin justa causa. En caso afirmativo, se deberá establecer si hay lugar al reintegro o en su defecto a la indemnización por despido sin justa causa. 

Por último, se revisará si la demandante tiene derecho al reajuste de los emolumentos percibidos entre el 18 de enero de 2013 y el 1 de agosto de 2016
6. CONSIDERACIONES

6.1. De la terminación unilateral con justa causa- derecho de defensa.
La terminación unilateral de un contrato laboral con justa causa está regulada por el artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo, que impone dos tipos de restricciones a la parte que finaliza la relación laboral: una sustancial y otra procedimental.
En cuanto al aspecto sustancial, dicho artículo enumera las razones válidas para dar por terminado el contrato. Para el empleador, se señalan 15 causales en el literal a), mientras que el trabajador cuenta con 8 causales en el literal b). 
Por otro lado, desde el punto de vista procedimental, el parágrafo del mismo artículo exige que, al momento de la terminación, la parte que pone fin al contrato debe informar a la otra el motivo que sustenta su decisión.
En torno a los requisitos de fondo y de forma del despido, ha indicado la Corte Suprema de Justicia, que además de motivarlo en causal reconocida por la ley, debe probarse su veracidad en el litigio, pues si no se acredita el justo motivo, será ilegal intrínsecamente la causa alegada; sin embargo, ha resaltado que no es necesario citar la norma en la que se subsumen los hechos que justifican la decisión (CSJ SL2857-2023).

Asimismo, la norma exige que el hecho que se invoque como motivo de terminación del contrato de trabajo debe ser presente y no pretérito respecto al conocimiento que de él tenga el patrono o el trabajador, según sea el caso, lo que se ha denominado como la inmediatez del despido, es decir, que debe mediar un tiempo prudente entre el hecho configurativo de la justa causa y la fecha del despido (CSJ SL18110-2016).
Adicionalmente, la Corte ha precisado que el despido con justa causa no constituye una sanción disciplinaria. En general, no requiere el agotamiento de un procedimiento disciplinario, salvo en casos específicos en los que el contrato, el reglamento interno o normas equivalentes establezcan este requisito. Así lo reiteró en la sentencia SL2351-2020, indicando que la terminación unilateral con justa causa no tiene carácter sancionatorio. 
Sin embargo, en providencias posteriores, como la SL679-2021, la Corte introdujo un cambio jurisprudencial al enfatizar que, independientemente de la existencia de un procedimiento disciplinario interno, el empleador debe garantizar el derecho del trabajador a ser escuchado antes del despido, como expresión de su derecho de defensa, en palabras de la Corte: 
“En otros términos, el derecho del trabajador a ser oído consiste en que él pueda dar su propia versión de los hechos que van a ser invocados por el empleador como justa causa. La oportunidad para el trabajador de dar su versión de lo sucedido en su caso, como una garantía al “derecho de defensa” y con el fin propiciar un diálogo entre empleador y trabajador previo a la decisión de despedir, se concreta dependiendo de las circunstancias fácticas que configuran la causal (…) La citación a descargos no es la única forma de garantizar el derecho de defensa del trabajador. La garantía de este derecho de defensa se cumple también cuando el trabajador, de cualquier forma, tiene la oportunidad de hacer la exposición de su caso al empleador con el fin de asegurar que la decisión de terminación del contrato vaya precedida de un diálogo, es decir, no es de su esencia cumplir con una forma específica”. (subrayado fuera de texto)

En la misma dirección, ya la Corte Constitucional, en la sentencia C-299 de 1998, había declarado condicionalmente exequible el numeral 3° del literal a) del artículo 62 del C.S.T., en el que se establece como justa causa para dar por terminado unilateralmente el contrato trabajo por parte del empleador, “todo acto grave de violencia, injuria o malos tratamientos en que incurra el trabajador por fuera de servicio, en contra del patrono, de los miembros de su familia o de sus representantes y socios, jefes de taller, vigilante o celadores”, precisando que, para aplicar esta causal “es requisito indispensable que se oiga previamente al trabajador en ejercicio del derecho de defensa” 

Posteriormente, en la SU-449 de 2020, la Corte Constitucional reiteró que la terminación unilateral con justa causa se inscribe en la figura de la condición resolutoria tácita, la cual faculta a la parte afectada por el incumplimiento de las obligaciones contractuales a finalizar el contrato y reclamar los perjuicios ocasionados. Asimismo, subrayó que el derecho a ser escuchado debe garantizarse en todas las causales de despido, no solo en la indicada por el legislador en numeral 3 del literal a) del artículo 62 del C.S.T., con el propósito de evitar decisiones arbitrarias por parte de los empleadores y fomentar resoluciones ajustadas a criterios de razonabilidad. No obstante, aclaró que esta garantía no implica la obligación de agotar un debido proceso. Así lo explicó:
“En consecuencia, no se menoscaba la dignidad humana del trabajador, al permitirle ser escuchado frente a los supuestos concretos y específicos que permitirían la configuración de la causal invocada. Este derecho, cuyo fundamento es la dignidad humana y la igualdad de trato y respeto, se erige como una garantía que integra el derecho del empleado a ser tratado con respeto y en condiciones dignas y justas, en el marco de su relación laboral; y de ninguna manera, puede ser entendido como un escenario de agotamiento del debido proceso, sino como una garantía del derecho de defensa”. (Énfasis de la Sala)

Se puede concluir de todo lo anterior que el despido con justa causa no tiene naturaleza disciplinaria, ni constituye una sanción, en razón de lo cual el empleador, en principio, no está obligado a agotar trámite disciplinario alguno para desvincular a trabajadores que hayan incurrido en una o varias causales de despido, salvo que así lo disponga algún instrumento vinculante para las partes, -esto es, el contrato, pacto, laudo, convención o reglamento interno de trabajo-, ni tampoco se aplica en estos casos el artículo 115 del C.S.T., que se refiere al procedimiento legal mínimo que se debe observar antes de la aplicación de una sanción disciplinaria (suspensión o multa) por el empleador, al margen del derecho a ser oído, de reciente consagración jurisprudencial, que constituye una expresión del derecho de defensa, y que debe observarse por el empleador, sin mayores formalismos, antes de adoptar la decisión de terminar un contrato de trabajo con invocación de una justa causa, como viene de explicarse.
Por último, en cuanto a la carga de la prueba, cuando se alega la terminación sin justa causa por parte del empleador, ha sostenido el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria, que al trabajador sólo le corresponde demostrar el despido, para que recaiga sobre el empleador demandado la acreditación de la justeza del finiquito, en procura de evitar la indemnización prescrita en el artículo 64 ídem. 

6.2. Facultad del operador judicial para apreciar la gravedad de la conducta que justifica el despido. 

Tratándose de despidos que se fundan en justas causas plenamente establecidas por el empleador debido a la gravedad de la conducta, en reciente sentencia CSJ SL2857-2023, reiterada en las sentencias CSJ SL 704-2024 y CSJ SL 771-2024, la Corte precisó que si bien el empleador o las partes pueden tipificar las faltas graves en los reglamentos, a efectos de despedir con justa causa al trabajador que incurre en ellas, el operador judicial puede y debe apreciar la gravedad de la conducta para inferir si eventualmente existen razones que justifiquen el proceder del trabajador, o que le puedan restar la entidad jurídica de grave. Lo anterior, toda vez que:
“(...) admitir como falta grave aquella que se haya prevista como tal en el reglamento, sin miramiento de ninguna naturaleza, sería tanto como aceptar un tipo de responsabilidad objetiva proscrita en nuestro ordenamiento jurídico para estas materias, en las que se le priva al asalariado de su fuente de ingresos con la drástica decisión del despido, pues en función de determinar la entidad jurídica de la conducta bien por acción o por omisión del asalariado, el operador jurídico ha de constatar no solo si efectivamente el trabajador incurrió en ella, sino además, auscultar las circunstancias de tiempo, modo y lugar de ocurrencia de los hechos, para de esa forma inferir si eventualmente existen razones que justifiquen el proceder del trabajador, o que le puedan restar la entidad jurídica de grave, atendiendo las particularidades especiales en cada caso, según la afectación que provoque la conducta.

Conforme a lo advertido, la Corte recoge cualquier criterio en contrario donde se haya indicado que al juez no le es dable juzgar la gravedad de la falta, cuando esta ha sido previamente convenida por las partes, bien en el contrato de trabajo, la convención colectiva o el reglamento interno, pues al juez laboral no se le puede privar de esa función bien por acuerdo entre las partes o por decisión unilateral del patrono, en tanto las consecuencias que puede tener una estipulación en ese sentido, puede conllevar a la renuncia de derechos sociales, en virtud de las consecuencias jurídicas que encarna la terminación del contrato de trabajo. De ahí que siempre la gravedad de la falta deberá estar precedida de un juicio valorativo por parte del juez, en el que se avale la entidad jurídica de la conducta allí prevista como justa causa de despido, o se descalifique la misma, atendiendo las circunstancias o características particulares de cada caso.”

6.2. Caso concreto.

En aplicación del principio de consonancia, no es objeto de discusión en esta instancia procesal que a las partes las ató un contrato de trabajo a término indefinido que inició el 18 de enero de 2013 y terminó el 26 de septiembre de 2018. 


Puestas de este modo las cosas, lo que sigue es revisar las circunstancias que rodearon la terminación unilateral del contrato de trabajo de la demandante por su empleador, con miras a verificar si, como se afirma en la demanda y en el recurso de apelación, hubo violación del debido proceso y si la medida fue desproporcionada de acuerdo con los hechos que aquí resultaron acreditados.
En ese orden, procede la Corporación a determinar, antes que nada, si el empleador estaba obligado a garantizar algún tipo de procedimiento previo a la terminación unilateral del contrato de trabajo.
Con ese propósito, como punto de partida es necesario indicar que no se aprecia prueba documental de la existencia de algún acuerdo, pacto, convención o reglamento que señale que el empleador demandado estaba obligado a agotar algún procedimiento disciplinario previo al despido con justa causa; al contrario, en el reglamento interno de la empresa, capítulo XV “escala de faltas y sanciones disciplinarias”  se evidencia que para ninguna de las faltas, sean leves o graves, se consagró como sanción disciplinaria el despido, pues como consecuencia de la comisión de las conductas allí descritas se consignaron el llamado de atención o suspensión
, tal como se permite y regula en los artículos 111 a 115 del C.S.T. 
En esa línea, aunque no era forzoso para la empresa el agotamiento de la diligencia de descargos llevada a cabo el 26 de septiembre de 2018 para despedir a la actora, hizo bien en darle la oportunidad de ser escuchada, conforme a los pronunciamientos jurisprudenciales a los que atrás de hizo referencias líneas atrás, como garantía del derecho de defensa. 
Como viene de decirse, en estos precedentes jurisprudenciales, se hizo claridad sobre la informalidad que caracteriza dicho deber del empleador y que se traduce en un derecho del trabajador, pero que no vincula al derecho al debido proceso, sino al derecho de defensa, que no se agota necesariamente con las formalidades de una diligencia de descargos, sino con la simple oportunidad de que la trabajadora o el trabajador, de cualquier forma puedan exponer su caso al empleador o a su representante, con el fin de asegurar que la decisión de terminación del contrato vaya precedida de un escenario dialógico, sin que sea de su esencia que esto se cumpla bajo alguna forma o procedimiento prestablecido, tal como explicó la Corte Suprema en la aludida sentencia SL679-2021.
Bajo esta última premisa, del análisis de la prueba documental, puntualmente de la citación y diligencia de descargos, se puede concluir sin hesitación alguna que la empleadora le garantizó a la trabajadora su derecho a ser oída antes de tomar la decisión de despedirla. 
Al respecto, se puede apreciar en la copiosa prueba documental, que el 26 de septiembre de 2018 se llevó a cabo la diligencia de descargos que inició a las 10:10 a.m. y finalizó a las 11:50 a.m., donde participaron como testigos Marcela Ramírez Ovalle (Analista de nómina), Arelis Arévalo Leal (Coordinadora de Medicina del Trabajo) y Jorge Irme Lozada Montenegro (Jefe de Medicina del Trabajo), y en la que se escuchó la declaración de señora Carmen Cecilia Padilla Uribe, por la falta de calificación (emisión del concepto de rehabilitación integral) de manera oportuna, conforme a lo previsto en el artículo 142 del Decreto Ley 019 de 2012 de 6 usuarios, actuación que lleva la firma de la demandante
. 

Verificado lo anterior, y siendo evidente que, para culminar la relación laboral de forma unilateral con justa causa la entidad promotora de salud convocada a juicio solo debía respetar el derecho de la trabajadora a ser escuchada, como garantía del derecho de defensa, procede la Sala a valorar la proporcionalidad de la medida adoptada por la demandada, ya que, a partir de la CSJ SL 2857-2023, la Corte Suprema de Justicia recogió cualquier criterio donde “se haya indicado que al juez no le es dable juzgar la gravedad de la falta, cuando esta ha sido previamente convenida por las partes”, que fue la postura en que se fundó la sentencia de instancia. 

En ese orden, de acuerdo con la misiva del despido que se comunicó a la gestora de la litis el 26 de septiembre de 2018, el contrato de trabajo se finalizó con fundamento en las cláusulas segunda y décimo primera del contrato de trabajo y el numeral 6 del artículo 62 del Código Sustantivo de Trabajo, por las siguientes causas: 
“Usted fue escuchada en la diligencia de descargos realizada el 26 de septiembre de 2018, en donde usted aceptó haber incurrido en faltas graves, incumpliendo así su contrato individual de trabajo, las obligaciones emanadas del Código Sustantivo del Trabajo y de la Seguridad Social, el Reglamento Interno de Trabajo y las Políticas Organizacionales que tiene establecida la entidad. 
En la referida diligencia de descargos usted aceptó que a su cargo se encontraba el seguimiento a los usuarios Martha Isabel Hilarlon Naveros, Elki Giovani Vergara Vergara, Feliz Ovidio Ospina, Jhon Edwin Ortega Hernández y Rubiel Adolfo Berrio Medina y Daniel David Garzón Hincapié, para la elaboración de calificación de sus patologías (conceptos de rehabilitación integral) los cuales por disposición legal, conforme a lo previsto en el artículo 142 del Decreto Ley 019 de 2012, debía haber emitido antes de cumplirse el día ciento veinte (120) de incapacidad temporal y enviarlo antes de cumplirse el día ciento cincuenta (150), a cada una de las Administradoras de Fondos de Pensiones donde se encuentre afiliado el usuario. 
Quedó evidenciado que dichos conceptos de rehabilitación no fueron emitidos en tal oportunidad legal a las Administradoras de Fondos de Pensiones donde se encontraban afiliados los usuarios, por tal razón la misma normativa contempla que cuando la EPS no expida el concepto de rehabilitación en los términos ya mencionados, si a ello hubiere lugar deberá pagar un subsidio equivalente a la respectiva incapacidad temporal, después de los ciento ochenta (180) días iniciales con cargo a sus propios recursos, hasta cuando se emita el correspondiente concepto, y sobre estos casos logró constatarse lo siguiente: 
(…)

Conforme a los anteriores tres casos se evidencia que sobre los mismos existe un detrimento patrimonial a los recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud administrados por la EPS SOS S.A. que ascienden a la suma de $15.260.260.”


Cabe agregar que, al ser indagada sobre la demora en el trámite de los citados casos, la trabajadora indicó en la diligencia de descargos, lo siguiente: 
En el caso de Martha Isabel Hilarlon Naveros. Contestó: “cuando la vi ya se me había pasado el día 180. Debí haberla visto el 11 de noviembre de 2017, pero la vi en marzo de 2018. Cuando yo le hice el concepto de rehabilitación se lo entregué a la usuaria. No sé porque en marzo no se entregó al fondo de pensiones, a veces por tiempo se me pasan las cosas, la verdad en este caso se me pasó, sé que a Porvenir nos toca pagarle incapacidades que no le corresponde a la EPS. Yo no garanticé que en marzo de 2018 se entregara este concepto a PORVENIR”, “Hubo un error al no haber hecho el concepto a la fecha.”
Además, señaló que el sistema no dio la alarma para hacerle seguimiento, porque “lo tenía pendiente de hacerlo, pero no lo hizo en noviembre, no sabe por qué no lo hizo”. 
En cuanto a Elkin Giovani Vergara, señaló: “Él es un paciente que no se le calificaba origen, hice el concepto el 23 de febrero de 2017 y no lo notifiqué a la AFP, se lo entregué al usuario, este caso no le envié al equipo interdisciplinario. Es la misma situación del caso del caso anterior, no garanticé que se entregara a la AFP, también lo marqué en el sistema, pero no está entregado a la AFP”.  
Respecto de la calificación de Félix Ovidio Ospina, narró, que en principio no era su paciente, que “en febrero de 2018 hice notificación y tomé el caso y se iba a hacer concepto, pero no lo hice”, “tuve comunicación con los familiares del paciente, pero no me acuerdo bien y cambié el estado para que no saliera pendiente, pero no hice la gestión de hacer el concepto de rehabilitación”.
En el caso de Jhon Edwin Ortega Hernández, manifestó “yo solo hice la carta de aviso al fondo de pensiones informando 540 días, pero no he hecho la calificación”; para el caso de Rubiel Adolfo Berrío, argumentó que sí hizo el concepto, que conocía que debía presentar ese caso ante el equipo interdisciplinario, pero no se acordó, no lo hizo, porque era tan obvio que calificó sin llevar el caso, y finalmente, señaló que solo tuvo conocimiento del caso de Daniel David Garzón Hincapié debido a una tutela y no le pidió más valoraciones o exámenes, porque con los que tenía era suficiente para calificar.
Se desprende entonces del propio relato de la actora, que esta omitió, sin justificación alguna y por un inexplicable descuido, emitir 2 conceptos de rehabilitación, puntualmente en los casos de Félix Ovidio Ospina y Jhon Edwin Ortega Hernández, y que, en el caso de Martha Isabel Hilarlon Naveros se tomó más de cinco meses para hacerlo. 

Aunado a ello, y sin una razón aparente, los casos no aparecían en el sistema como pendientes, y la propia demandante reconoció que fue ella misma quien le cambió el estado al trámite, lo cual impidió que se los registraran como pendientes, de modo que la EPS solo tuvo noticia de estas injustificadas demoras por derechos de petición y tutelas promovidas por los propios usuarios, como la que dio lugar a la auditoria o vigilancia que derivó en el “reporte de manejo inadecuado de casos por la Dra. Carmen Padilla Uribe” del 14 de septiembre de 2018

En ese orden, las omisiones en el cumplimiento de las funciones de la actora son graves puesto que sus descuidos impidieron que 3 pacientes tuvieran el concepto de rehabilitación dentro del término de ley, lo que la acarreó consecuencias patrimoniales a su empleador; pero, más grave que eso, es que la trabajadora haya distorsionado, se itera, sin razón alguna, el estado del proceso de calificación modificando de manera deliberada el estado pendiente, con lo cual falseó la situación real del paciente, pues dio por cumplido un trámite que realmente nunca realizó.
Cabe agregar que es injustificado que la gestora pretenda atribuirle sus omisiones a la falta de vigilancia por parte de la demandante, cuando las falencias se subsanaron precisamente por la diligencia del empleador y no de la trabajadora, como también se le dio a conocer en la diligencia de descargos de acuerdo con los resultados del informe anterior de los cuales se resaltan los siguientes apartados:
“La Dra. Padilla, no remite concepto de rehabilitación (…) crea notificación en el aplicativo de Salud por lo que el caso sale de la base de datos y deja de figurar como pendiente”. 

“La Dra. Padilla pasa por alto que se trata de un paciente con cáncer metastásico y que por lo cual se debió elaborar concepto no favorable. Se logró identificar que el usuario al 18 de julio de 2018 acumula 206 días”. 

“Una vez es detectado el caso, se procede a elaborar el concepto de rehabilitación el 21 de agosto de 2018, por la Dra. Leal desde Cali y se presentó al equipo disciplinario”.

Lo anterior sería suficiente para confirmar la justeza del despido, pero también podría agregarse que en los casos de Elkin Giovani Vergara y Rubiel Adolfo Berrío, la trabajadora tampoco cumplió con los deberes de su cargo, pues no remitió los conceptos al equipo interdisciplinario, política de la empresa que también reconoció que conocía, según asintió en la diligencia de descargos.
Hasta este punto, es evidente que dentro de las funciones de la demandante estaba emitir el concepto y debía presentarlo al equipo disciplinario, y que sin hacer ello no era posible marcar la tarea como atendida, pues dejaba de figurar como pendiente en el software dispuesto para hacer seguimiento, como lo indicó el testigo de la parte demandante Mauricio Gaviria, lo que evidentemente derivó en un detrimento patrimonial para la EPS, ya que desatendió los términos de emisión y notificación de dictámenes de acuerdo con el artículo 142 del Decreto Ley 019 de 2012. 
Por lo expuesto, no es cierto que su labor se limitaba a emitir los dictámenes y que estos se habían emitido en término, pues el dictamen del señor Elkin Giovani Vargas fue emitido por una Médica distinta a la demandante, y el de la señora Martha Isabel Hilarlon Naveros lo hizo cinco meses después de la fecha prevista, lo que además retrasaba los procesos de calificación de invalidez de los usuarios. 

Por otra parte, suena contradictorio el relato que la demandante rindió en el juicio donde endilga sus omisiones laborales a la carencia de herramientas tecnológicas, debido a que en la diligencia de descargos había respondido que contaba con “computador, aplicativos, correo, disponibilidad de equipos en las sedes” como herramientas tecnológicas, y que incluso en varias oportunidades cambiaba el estado de “pendiente” de algunos pacientes, lo que además demuestra que la demandada sí tenía un sistema para hacer seguimiento de los casos, pero que los pasó de largo por su indebida practica de marcar como atendidas las tareas asignadas sin que se hubieran culminado.

Lo anterior, a su vez denota que, a pesar del gran número de pacientes asignados y las obstáculos que estos tenían para radicar las incapacidades, sumado a las dificultades de los médicos para verificar y contabilizar el acumulado de días de incapacidad, como lo relataron los testigos Mauricio Gaviria y Diana Patricia Restrepo Aguirre, la omisión no se produjo por una confusión en el periodo de incapacidad de los afiliados, o por la falta de notificación al fondo de pensiones, pues en el primer evento, el sistema había generado la alerta y la demandante era consciente que tenía que emitir el concepto, tanto así que no lo hizo y optó por cambiar el estado de la tarea en el sistema, pese a que esta seguía pendiente, y en el segundo evento, esto es la falta de notificación, esta no se dio por la misma causa, porque dejó de figurar como una tarea pendiente de atención.  

Lo anterior explica la razón por la cual la demandante no endilgó sus faltas a causas externas como las esgrimidas en juicio en la diligencia de descargos, y en su lugar, cuando la empleadora le dio la oportunidad de aclarar, corregir o adicionar la declaración, señaló que no tenía nada que agregar.  

En este contexto, innecesario resulta valorar los cuestionamientos que se hicieron con relación al testimonio que rindió Neicy Restrepo Hernández (Gerente Regional Eje Cafetero de servicio occidental de salud EPS SOS), pues la copiosa prueba documental y testimonial demuestra que la entidad sí realizó un proceso de vigilancia y que los inconvenientes con la radicación y seguimiento de periodos de incapacidad no fue lo que impidió la expedición de los conceptos de rehabilitación y comunicación de estos al equipo interdisciplinario, por lo que el testimonio resulta superfluo si se tiene en cuenta que la declaración se encaminó por la misma vertiente probatoria. 

Por último, en lo que tiene que ver con la falta de capacitación, uno de los testigos citados por la propia demandante, esto es, Mauricio Gaviria, quien ostentó el cargo de coordinador del área de medicina del trabajo, aseguró que en la empresa se hacían ejercicios continuos y periódicos de capacitación y reuniones para socializar las políticas y directrices de la empresa, situación de la que también da cuenta el acta No. 41526 del 7 de febrero de 2017
 producto de un comité técnico de medicina del trabajo donde participó la demandante, en la que habría recibido  una inducción y se revisaron algunos casos.
En cuanto a la entrega del reglamento interno de trabajo, todos los testigos coincidieron en que este se encontraba publicado en las sedes y acceder a este era muy fácil. 
En este punto, dado que para el conocimiento de reglamento interno de trabajo no existe tarifa legal y no es una prueba solemne, la jueza no estaba en la obligación de dar por acreditado el conocimiento del documento por parte de la trabajadora únicamente con los correos electrónicos que echó de menos la parte activa del litigio, menos aún estaba en la obligación de decretar una prueba de oficio, ya que no era un aspecto oscuro, debido a que la totalidad de los testigos coincidieron en su publicidad.
Por todo lo expuesto, es evidente que la mora en la emisión de los conceptos de rehabilitación, la falta de comunicación de estos al equipo interdisciplinario y la marcación de tareas pendientes como atendidas cuando no se habían cumplido, constituían un incumplimiento grave de las funciones asignadas a las trabajadora, pues además de reportar un detrimento económico por el pago de incapacidades, entorpecía los procesos de calificación de los afiliados, lo que incluso daba lugar a trámites administrativos adicionales, como la respuesta de derechos de petición y atención de procesos litigiosos, conducta grave que encuadra en la justa causa para poner fin a la relación de trabajo prevista en el numeral 6 del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo. 

En cuanto, a la inmediatez, se tiene que el 12 y 17 de septiembre de 2018 se le notificó a la demandante, para que revisara las causas de la mora en los casos relacionados con los afiliados Martha Isabel Hilarion Naveros
, Elki Giovani Vergara Vergara
, Jhon Edwin Ortega Hernandez
, Rubiel Adolfo Berrio Medina
 y el despido se dio el 26 del mismo mes y año, por lo que no son necesarias mayores elucubraciones para concluir que la terminación del contrato de trabajo se dio dentro de un plazo razonable. 
Finalmente, se confirmará la negativa del reajuste de los emolumentos percibidos entre el 18 de enero de 2013 y el 1 de agosto de 2016, secundando los argumentos de instancia, esto es, que la prueba testimonial no permite concluir de manera diáfana el tiempo laborado por la demandante en ese interregno, ya que la testiga Diana Patricia Restrepo Aguirre, auxiliar de la demandante en la ciudad de Armenia solo indicó que laboraba en esa ciudad por lo regular hasta las 6:00 p.m. o 6:30 p.m., y que en algunas ocasiones laboraron juntas los sábados, pero no informó sobre el horario de ingreso, si ese horario se mantuvo desde el inició de la relación laboral, ni acerca la periodicidad de los días que prestaba servicio la demandante en esa sede, teniendo en cuenta que la demandante prestaba el servicio en otras ciudades. 

Además, el testimonio del señor Mauricio Gaviria diluye la tesis de la demandante, pues este señaló que la promotora del litigio empezó a trabajar con una intensidad horaria que no era de tiempo completo, pero que con el tiempo se incrementó; empero, no recordó a partir de qué momento se dio el cambio. 
Aunado a lo anterior, de las tablas denominadas “Agenda médico laboral” tampoco es posible establecer el tiempo que la accionante prestó el servicio, porque no exhiben el nombre del médico responsable de esa atención, y se aporta más de una agenda para el mismo día, como ocurre con el 14 de abril de 2014
 y el 22 abril de 2015, en las que en una misma franja horaria se agendan pacientes distintos. Lo anterior no permite saber cuál de estas programaciones corresponde a la jornada laboral que cubrió la demandante, como puede verse: 
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Asimismo, de la agenda programada para marzo de 2015, se evidencia que no todos los pacientes agendados eran atendidos por la Dra. Carmen Cecilia Padilla, debido a que solo algunos de los afilados, fueron referenciados a la Dra. Carmen, así: 
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Puestas de este modo las cosas, se confirmará la sentencia de primera instancia y, ante el fracaso del recurso de apelación, se le impondrán las cosas de segunda instancia a la señora Carmen Cecilia Padilla Uribe en favor de la Entidad Promotora de Salud Servicio Occidental de Salud S.A. SOS., de conformidad con el numeral 1 del artículo 365 del Código General del Proceso. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Primera de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 21 de mayo de 2024 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira dentro del proceso ordinario laboral instaurado por Carmen Cecilia Padilla Uribe en contra de la Entidad Promotora de Salud Servicio Occidental de Salud S.A. SOS.
SEGUNDO: CONDENAR en costas de segunda instancia a la señora Carmen Cecilia Padilla Uribe en favor de la Entidad Promotora de Salud Servicio Occidental de Salud S.A. SOS. Liquídense por la secretaría del Juzgado de origen.  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
  
La Magistrada Ponente,  
Con firma digital al final del documento
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
La Magistrada y el Magistrado, 
Con firma digital al final del documento
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Con firma digital al final del documento
GERMAN DARIO GÓEZ VINASCO
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